
 

     
                                                                          

                        
 
 

SIGCMA 

Ubicación  8747 – 26  
Condenado DANILO BUSTOS SUAREZ 
C.C # 79283879 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 28 de marzo de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia 215 del 
QUINCE (15) de MARZO de DOS MIL VEINTITRES (2023), por el término de dos 
(2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 
dia 29 de marzo de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
Ubicación  8747 
Condenado DANILO BUSTOS SUAREZ 
C.C # 79283879 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 30 de Marzo de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 31 de 
Marzo de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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UI. DE LA PETICIÓN

SoUcitó la defensora del privaTde teXrtad en detención
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- 1 Ticencia No. 581 de 2022
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Calle 11 No. 9 A -24 Piso 5" - Teléfono:3422563
ejcp26bt@oindoi.ramajucJiclal.gov.co

chpg



Por lo expuesto, el JUZGADO VEmTKPi»
SEGURIDAD DE BOGOTÁ, D.C., EJECUCION DB PENAS YMEDIDAS DE

resuelve

PRIMERO; NO RECONOPPo ^ r ,^gencias. e, «e.po de pnvaciLÍL «'1™ de estasAnaenca. por lo expuesto en la parte motwTllttZxtr''

'=""P«da a favor del sentenciado DANILO

r-- --abonesHcota,. asu defensora mediante ef^ri" - --t. ,U
contra este auto proceden los recursos ordinarios.
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NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

LI2 YEíETH HERNÁNDEZ GARZÓN
Juez
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Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura
' j •

de Colombia
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SIGCMA

JUZGADO Zfi DE EJECUCION DE PENAS YMEDIDAS
DE SEGURIDAD DE BOGOTA

PABELLÓN 31

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN COMPLEJO
CARCELARIO Y PENITENCIARIO METROPOLITANO

DE BOGOTA "COBOG"

NUMERO INTERNO:

TIPO DE ACTUACION:

A.S U, V OFI. OTRO

FECHA DE ACTUACION:

A.

DATOS DEITINTERNO

FECHA DE NOTIFICACIONí '^

NOMBRE DE INTERNO (PPL)

FIRMA PPL:J\S

CC: ^

\ ^ f r M

.Qtfhr

MARQUE CON UNA X POR FAVOR

RECIBE COPIA DEL AUTO NOTIFICADO

ASI NO

HUELLA DACTILAR;
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Bogotá DC, marzo 21 de 2023 

 

 

 

 

DOCTORA 

LIZ YINETH HERNÁNDEZ GARZÓN 

JUEZA VEINTISÉIS (26) DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BOGOTÁ, D.C. 

E. S. D. 

 

 

Ref. Proceso: No. 11001-31-07-008-2012-00034-00 

Demandante: DANILO BUSTOS SUÁREZ  

Demandado: JUZGADO 26 EPMS DE BOGOTÁ 

Actuación: Recurso de Reposición y en subsidio de Apelación 

                   Providencia recurrida Auto Interlocutorio 215-2023 

 

 

Su Señoría: 

 

Por medio de la presente actuando como apoderada del señor Danilo Bustos Suárez, 

identificado con cedula de ciudadanía No. 79.283.879 de Bogotá D.C., en el asunto de la 

referencia, dentro del término legal oportuno, me permito interponer de manera respetuosa 

ante su honorable despacho, Recurso de Reposición y en subsidio Apelación, con el 

objetivo de que se modifique y revoque la providencia proferida mediante el A.I. 215 de 

fecha quince (15) de marzo del presente año dictada por su despacho, la cual fue notificada 

personalmente a mi defendido en el centro penitenciario la Picota de Bogotá, el día jueves 

dieciséis (16) de marzo de 2023, en cuanto a lo siguiente: 

 

I. ANTECEDENTES 

 

PRIMERO: Que el día 23 de abril del año 2008, se presentó denuncia ante la fiscalía 17 

especializada de la unidad Nacional de Antinarcóticos y de Interdicción marítima (D-

17UNAIM), en contra del señor DANILO BUSTOS SUÁREZ, en adelante DBS. 

 

SEGUNDO: Que el día 16 de septiembre del año 2009, se dispuso la apertura de la 

instrucción vinculando a través de indagatoria a DBS. 

 

TERCERO: Que en los días 18 y 19 de septiembre del año 2009, fue escuchado en 

diligencia de injurada DBS, oportunidad procesal en que la fiscalía le imputo cargos por los 

delitos de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes agravado; Lavado de activos 

agravado; Enriquecimiento ilícito de particular; Concierto para delinquir con fines de 

narcotráfico. 

 

CUARTO: Que el día 24 de septiembre del año 2009, al resolver la situación jurídica de 

DBS, le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva, sin beneficio de 

excarcelación, siendo capturado y puesto a ordenes de las autoridades el día 27 de 

septiembre del año 2009. 

 

QUINTO: Que el día 10 de septiembre del año 2010, la fiscalía 17 especializada de la 

unidad Nacional de Antinarcóticos y de Interdicción marítima (D-17UNAIM), profirió 

resolución de acusación en contra del señor DBS, por los delitos de Tráfico, fabricación o 

porte de estupefacientes agravado; Lavado de activos agravado; Enriquecimiento ilícito de 

particular; Concierto para delinquir con fines de narcotráfico. 

 

SEXTO: Que el día 31 de mayo del año 2011, mediante nota verbal No. 1257, el gobierno 

de los Estados Unidos de América, a través de su embajada en Colombia, formalizo la 

solicitud de extradición de DBS. 

 



SÉPTIMO: Que mediante las resoluciones No. 350 de 4 de octubre de 2011, y No. 421 de 

12 de diciembre de 20111, se confirmó la concesión de la extradición de DBS, a los EE.UU. 

 

OCTAVO: Que el día 22 de febrero del año 20122, fue entregado en extradición a las 

autoridades de Estados Unidos de América, el señor DBS. 

 

NOVENO: Que mediante sentencia extranjera de fecha 28 de septiembre 2012 proferida 

por la Corte Distrital de Estados Unidos, Distrito Sur de la Florida, DBS, fue condenado a 

una pena de 235 meses de prisión por el delito de conspiración para fabricar y distribuir 5 

kilogramos o más de cocaína para importación a los Estados Unidos, condena que se 

sustentó en la acusación de todas las actividades de narcotráfico realizadas desde Colombia 

y hacia USA durante el periodo comprendido entre diciembre del año 2003 al año 2006.  

 

DÉCIMO: Que el Departamento de Justicia del Estado de la Florida en pronunciamiento 

allegado por intermedio del Ministerio de Justicia, indico que:  
"la gran mayoría de la información que llevó a la Acusación, Extradición y 
eventual declaración de Danilo bustos Suarez incluyendo evidencia documental, 
así como resúmenes de testigos preparados para testificar contra Bustos Suárez 

vino de la investigación realizada por la Policía Nacional Colombiana” 
(subrayado fuera del texto original). Pág. 123 

 

Es decir, los actos imputados al procesado en Norteamérica y por los que fue condenado, 

son conexos y están relacionados directamente con la investigación que se adelantó por 

autoridades colombianas por los punibles de concierto o asociación para llevar a cabo 

actividades de narcotráfico desde Colombia y hacia USA. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Que, mediante sentencia de primera instancia de 5 de noviembre 

de 2015, proferida por el Juzgado Octavo Penal del Circuito Especializado de Bogotá D.C., 

declaro cesar el procedimiento de los punibles de tráfico de estupefacientes agravado y 

concierto para delinquir con fines de narcotráfico, en virtud del principio del non bis idem, 

y a su vez, declarar responsable a DBS, de las condutas punibles de enriquecimiento ilícito 

de particulares y lavado de activos agravados y como consecuencia una condena de 200 

meses de prisión y multa de (26.234,6) SMLMV. 

  

DÉCIMO SEGUNDO: Que mediante sentencia de segunda instancia de 24 de mayo de 

2018, proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Decisión 

Penal de Extinción del Derecho de Dominio, ceso el procedimiento frente a la conduta 

punible de enriquecimiento ilícito de particulares, en virtud de la institución jurídica de la 

prescripción de la acción penal y confirmo la sentencia de primera instancia del Juzgado 

Octavo Penal del Circuito Especializado de Bogotá en cuanto a la pena privativa de la 

libertad de 158 meses de prisión y multa de (22.241,09) S.M.L.M.V. por el delito de lavado 

de activos, sustentado en los hechos conexos de actividades de narcotráfico  relacionados 

en el numeral anterior.  

 

DÉCIMO TERCERO: Que el día 22 de febrero del año 20214 una vez devuelto a 

Colombia de los Estados Unidos, luego de pagar 108 meses de prisión DBS, fue recluido en 

el centro penitenciario la Picota con la finalidad de cumplir la condena relacionada en el 

numeral anterior. 

 

DÉCIMO CUARTO: Que el día 6 de enero de 2023, se presentó Derecho de Petición, 

solicitando la libertad por pena cumplida, en virtud del Principio de Extraterritorialidad de 

la Ley Penal y el fenómeno jurídico de concurso de sentencias (Nacional y Extranjera), 

artículos 16 y 17 de la Ley 599 de 2000, donde se solicitó descontar el tiempo cumplido en 

la sentencia extranjera, a la pena impuesta de acuerdo con la ley nacional. 

 

DÉCIMO QUINTO: Que el día 15 de marzo de 2023, mediante auto interlocutorio 215, el 

J26EPMS de Bogotá, D.C., no concedió la libertad por pena cumplida a favor de DBS. 

 

 
1 Expediente: Proceso Rad. No. 11001-31-07-008-2012-00034-00. (Folios 251 y 252). 
2 Ibidem. (Folio 254). 
3 Sentencia. (5 de noviembre de 2015). Juzgado Octavo Penal del Circuito Especializado de Bogotá. Juez.: Guillermo 
Sanabria Cruz. Expediente. N° 11001-31-07-008-2012-00034-00. Rad. Interno N° 8747. 
4 Ibidem. (Folios 154 y 155). 



II. SUSTENTACIÓN DE LA IMPUGNACIÓN 

 

En atención, a la parte resolutiva contenida en el auto interlocutorio No. 215, proferido por 

su honorable despacho de fecha 15 de marzo de 2023, donde no concedió la libertad por 

pena cumplida al señor DBS; me permito de manera respetuosa recurrir este auto, dentro 

del término legal oportuno, en vista de que las razones expuestas en su parte considerativa, 

estimo son propias de una interpretación restrictiva de las normas, por ende, no guardan 

congruencia con el fondo del asunto, en relación con la decisión tomada en la providencia; 

y para efectos de abordar la presente sustentación de la impugnación, expondré a partir de 

tres momentos las razones que la fundan: (i) Juicios de Reproche al A.I. No. 215 de 15 de 

marzo de 2023; (ii) Fundamentos Jurídicos: Libertad de DBS por pena cumplida; (iii) 

Consideraciones del caso concreto. 

 

(i). Juicios de Reproche al A.I. No. 2155 

 

En cuanto a la postura tomada por el honorable despacho, presento manifiesta 

inconformidad dado que considero que las razones expuestas para no conceder la libertad 

por pena cumplida al señor DBS, obedecen a una interpretación restrictiva de las normas 

aplicables al caso; lo que se traduce en un contrasentido a la esencia de nuestro 

ordenamiento jurídico, el cual dentro de su ámbito de aplicación permite a través de la 

hermenéutica jurídica, mediante una interpretación sistemática y extensiva incorporar 

valores y principios que irradian todo el sistema, tal es así, que la Honorable Corte 

Constitucional en sentencia C-273 de 19996, señalo: 

 
“PRINCIPIO DE INTERPRETACION CONFORME A LA CONSTITUCION-Contenido 
  
Según el principio de interpretación conforme, la totalidad de los preceptos jurídicos 
deben ser interpretados de manera tal que su sentido se avenga a las disposiciones 
constitucionales. La interpretación de una norma que contraríe éste principio es 
simplemente intolerable en un régimen que parte de la supremacía formal y material 
de la Constitución (C.P. art. 4). (…)” 

 

Ahora bien, frente a las razones expuestas en la parte considerativa del A.I. 215, 

citare las partes del respectivo acápite, con el fin de hacer los correspondientes reparos para 

lo cual me referiré a cada uno de estos en lo siguiente: 

 

 1. Reproche  
 

“IV. CONSIDERACIONES  
 
( ... )  
 
Ese delito en el País se encuentra tipificado como tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes y hace parte de los delitos en contra de la salud pública. En este 
proceso, fue condenado por el delito de lavado de activos, el cual hace parte de los 
delitos en contra del orden económico y social. De ahí que, los hechos por los que fue 
condenado en la sentencia de los Estados Unidos de América y la de Colombia, no 

son los mismos. (…)”7 p. 4 
 

En cuanto a lo citado, es posible extraer de este apartado el argumento principal del 

mismo, que señala: “los hechos no son los mismos,” afirmación que considero que el a quo 

presenta manifiesta confusión, en el entendido que este argumento hace referencia y se 

remite de inmediato a la institución jurídica del non bis in idem, asunto que claramente no 

es materia de estudio en este caso, de acuerdo a que los efectos jurídicos que produce este 

principio son la cesación o extinción de la acción penal, y que para el caso en concreto de la 

petición de libertad por pena cumplida en ningún momento fue este sustento jurídico de la 

misma, tanto así que dentro de la petición lo señale de forma expresa cuando señale: “Sin 

que ello signifique confundir esta figura jurídica con la cosa juzgada que para el caso en 

particular no corresponde.” Aunado a esto, acudiendo a la lógica y el sentido común, es 

claro que los hechos por los cuales el señor DBS, cumplió sentencia extranjera no son los 

 
5 Auto Interlocutorio No. 215. (15 de marzo de 2023). Juzgado Veintiséis de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 
de Bogotá. Juez.: Liz Yineth Hernández Garzón. Expediente. N° 11001-31-07-008-2012-00034-00. Rad. Interno N° 8747. 
6 Sentencia C-273. (28 de abril de 1999). Corte Constitucional. Sala Plena. M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz. Bogotá D.C., 
Colombia: Referencia: expediente D-2220. 
7 Ibidem, p. 4. 



mismos, al impuesto por la sentencia nacional, pues de ser así no estaríamos frente a esta 

discusión, sino que en su oportunidad habría cesado el procedimiento de la acción penal en 

virtud del non bis in idem, no obstante, lo que si vale la pena aclarar es que estos hechos 

hacen parte de un concurso material heterogéneo de conductas las cuales guardan 

conexidad tanto sustancial como procesal, y es en razón de ello que bajo el amparo de las 

disposiciones legales y jurisprudenciales aplicables al caso en concreto se busca tener en 

cuenta el tiempo de pena efectiva cumplida en virtud de sentencia extranjera y descontarlo 

al tiempo impuesto en la sentencia nacional, cobrando sentido con esto la petición de 

libertad por pena cumplida; en consecuencia, estimo confusa y equivocada la posición 

adoptada por el honorable despacho frente a este argumento. 

 

2. Reproche 
 

“Adicionalmente, no se puede determinar si el delito de lavado de activos por el cual 
fue condenado en el País, sea producto de los recursos económicos percibidos por el 
delito cometido en los Estados Unidos, por lo que tampoco se posible determinar 

su conexidad. (…)” p. 4. 
 

Frente a este apartado el a quo, cuando señala, que no es posible determinar la 

conexidad, entre la conducta motivo de la sentencia nacional con la que se impuso en la 

sentencia extranjera, incurre en una apreciación alejada de la realidad, debido a que si es 

posible determinar y demostrar la conexidad, pues sería imposible pasar por desapercibido 

el notable vínculo que concurre entre estas, teniendo en cuenta que existe: (i) Conexidad 

Procesal:8 Unidad de investigación - Unidad de autor – Unidad de tiempo -– Unidad de 

Proceso, en el entendido que se configuro un concurso material heterogéneo, de las 

conductas de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes agravado; Lavado de activos 

agravado; Enriquecimiento ilícito de particular; Concierto para delinquir con fines de 

narcotráfico. y (ii) Conexidad Sustancial:9 La conexidad sustancial es aquella en la que se 

conserva un vínculo entre los diversos hechos punibles, permitiendo su investigación y 

juzgamiento de manera conjunta. De ahí que se acuda a los conceptos de conexidad 

teleológica, paratática e hipotática, tal y como lo señala la CSP:  

 
“Los delitos conexos son aquellos que se encuentran estrechamente entrelazados, 
como ocurre cuando un punible se comete como medio para alcanzar un fin delictivo 

(conexidad teleológica), por ejemplo, cometer un homicidio para realizar un hurto. 
También, cuando una conducta punible se comete para asegurar el producto de otra, 
v.g. Cuando se lavan los activos procedentes de un delito de extorsión 

(conexidad paratática) (…) en aquellos casos en los que el segundo delito se comete 
para ocultar uno anterior, por ejemplo, cuando se causa la muerte al testigo de un 
acceso carnal violento (conexidad hipotática).” (CSJ. SP 5 dic. 2007. Rad. 25931). 
(Subrayado fuera de texto). 

 

De modo que, si es posible determinar dentro del caso concreto, la conexidad 

procesal como sustancial, esta ultima en virtud de la conexidad paratáctica, la cual se 

predica frente al tipo penal de lavado de activos, el cual tiene un ingrediente normativo 

conocido como delito fuente, base o subyacente, donde por obvia razón es clara la 

conexidad entre ambas conductas, sin confundir con esto que el delito de lavado de activos 

es autónomo ya que este vulnera un bien jurídico tutelado distinto al que puede vulnerar el 

delito fuente y además como lo ha señalado la Honorable Corte Suprema de Justicia10, este 

no requiere de una condena previa del delito fuente, pues solo basta con la mera inferencia 

de este para determinar su responsabilidad; pero que de igual manera esta circunstancia no 

extingue el vínculo de conexidad entre el uno y el otro, aclaración hecha con el fin de 

señalar que para el caso en concreto existe una real y manifiesta conexidad entre los delitos 

fuente de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y Enriquecimiento ilícito de 

particular, con el de lavado de activos. 

 

Dicho lo anterior encuentro relevante presentar un dato sustancial basado en un 

estudio realizado por la línea de investigación en derecho penal económico de la 

 
8 CSJ, 29 ago. 2012, rad. 39.105 En el mismo sentido CSJ AP, 8 julio. 2015, rad 46288 
9 Auto AP917-2015 de fecha 25 de febrero de 2015, rad 45402. En el mismo sentido CSJ SP, 21 mar. 2012, rad. 33.101.  
Así como CSJ, 29 ago. 2012, rad. 39.105, entre otras. 
10 “tiene sentado que aunque en el delito de lavado de activos es necesario demostrar en el proceso que los bienes objeto 
del mismo provienen de alguna de las actividades ilícitas a que se refiere el trascrito artículo 323, para su acreditación no 
es necesario, sin embargo, la existencia de una sentencia previa en ese sentido, sino que en el proceso debe estar patente 
esa situación” (CSJ. SP 9 abr. 2008. Rad. 23754). 



Universidad del Rosario, en cuanto a que la mayoría de las sentencias emitidas por el delito 

de lavado de activos en Colombia, comprenden por lo general dos delitos fuente: el 

enriquecimiento ilícito en el 60% de los casos, y el narcotráfico en el 40%.11 

 

3. Reproche 
 

“Finalmente, no se puede pasar por alto, que el art. 16-1 del C.P., establece que la Ley 
Penal Colombiana, se aplicará a los delitos allí señalados, salvo el previsto en el art. 
323 del código penal, esto es, lavado de activos, delito por el cual finalmente fue 
condenado BUSTOS SUAREZ, en este caso.” p.4.  

 

En relación a este apartado lo que da a entender el a quo, es confuso y tiene un 

contrasentido, configurándose en esta proposición el principio aristotélico de no-

contradicción,12 pues es evidente que realiza una interpretación restrictiva y gramatical del 

articulo 16-1 del C.P., donde da a entender que, el señor DBS esta excluido de la aplicación 

de la Ley Penal Colombiana, pero de igual forma afirma que este fue condenado por la 

aplicación de la misma, careciendo entonces de sentido lógico; en consecuencia, lo cierto, 

real y razonable es que el ámbito de la aplicación de la Ley Penal frente al señor DBS, es 

indiscutible, manifiesta, actual, y aún más dadas las circunstancias en que este se encuentra 

privado de su libertad.  
 

Ahora bien, lo que si es cierto es que el principio de extraterritorialidad señala ciertas 

conductas, salvo la que exceptúa, pero esto no es motivo para realizar una interpretación 

restrictiva del mismo, pues de este modo seria desconocer que también es cierto que este 

principio tiene inmerso dentro de su ámbito de aplicación un aspecto favorable que es 

posible aplicar de forma general, pues al establecer en su inciso primero que: “en todo 

caso”, esto es, la extensión de su efecto jurídico a cualquier circunstancia, que dadas las 

particularidades pueda percibir un beneficio en su aplicación, tal como lo es para este caso, 

el poder tener en cuenta como parte cumplida de la pena nacional el tiempo que hubiere 

estado privado de su libertad en virtud de sentencia extranjera, todo esto en vista del 

fenómeno jurídico del concurso de sentencias y demás preceptos jurídicos. 

 

(ii) Fundamentos jurídicos: Libertad de DBS por pena cumplida 

 

ubi est eadem ratio, ibi idem ius 
 

Mediante este sustento jurídico se busca resolver lo que el a quo mediante una 

interpretación restrictiva de los derechos fundamentales del señor DBS, no le concedió la 

libertad por pena cumplida, al considerar que los hechos no son los mismos, con lo que hace 

entender el despacho que los hechos de la sentencia nacional son distintos de los de la 

extranjera, razón que los coloca fuera del ámbito de aplicación de los artículos 16 y 17 del 

Código Penal. 

 

Por tal motivo en adelante expondré los argumentos jurídicos fundamento de esta 

impugnación y con los cuales considero muy respetuosamente, es posible conceder la 

libertad por pena cumplida al señor DBS, en virtud de una interpretación sistemática y 

extensiva conforme al contenido favorable de los artículos 16 y 17, en consonancia con los 

demás apartados normativos del ordenamiento jurídico, los cuales entre otros son los 

siguientes: Principio de interpretación conforme; Principio Pro Homine o Pro Persona; 

Analogía – Analogía Favorable al Reo o Analogía In Bonam Partem; 

 

Es así que dentro de este contexto a modo de preámbulo es importante señalar que en 

Colombia a partir de la Constitución de 1991 se asume la existencia de un auténtico Estado 

Constitucional y Democrático de Derecho, fundado en la concepción ius humanista que 

acoge la Carta de Derechos como núcleo de los valores y principios, base fundamental de 

interpretación y aplicación de la norma jurídica en un sentido pleno y por ende con eficacia 

directa, lo que comporta un importante cambio hermenéutico para los operadores jurídicos, 

 
11 Estudio de sentencias sobre lavado de activos proferidas éntre los años 2005 y 2013, disponible en: síntesis y 
reflexiones sobre el sistema antilavado de activos y contra la financiación del terrorismo en Colombia, Bogotá, D.C., 
Editorial Universidad del Rosario, 2014. 
12 “Es imposible que un atributo pertenezca y no pertenezca al mismo sujeto. Este llamado “principio de no 

contradicción”: si {A es x} ➞ {A no es no-x}, donde x y no-x son atributos contrarios; ejemplo: algo no puede ser blanco y 
no-blanco, al mismo tiempo y dentro de la misma relación;” Calvo Morin., Tomás (1988). “El principio de no-
contradicción en Aristóteles: sus presupuestos e implicaciones de carácter ontológico”, en Méthexis 1:53-69. 



quienes deben inspirarse en los valores y principios que de ella emanan con un trasluz de 

sentido a las reglas, las instituciones y los procedimientos, implicando una efectiva 

observación por todos los destinatarios en aras de maximizar la eficacia del orden 

establecido en virtud de la dignidad humana que justifica la existencia de supremos 

derechos.  

 

De acuerdo a esto, el juez desde una concepción ius humanista como fuente esencial 

de la juridicidad, a través de los principios hermenéuticos constitucionales busque 

interpretar el sentido que mejor posibilite cristalizar la igualdad, libertad y dignidad 

humana, en el marco del Estado Constitucional y Democrático de Derecho de la mano de 

los Tratados Internacionales que integran el bloque de constitucionalidad, siendo estos, 

fuente obligatoria de derecho que orientan la función jurisdiccional del operador jurídico 

para garantizar la efectiva realización de los derechos humanos.  

 

En este sentido a fin de dar plena vigencia o de maximizar y optimizar los derechos 

humanos, se encuentran entre otros, los siguientes principios de interpretación de los 

derechos humanos: principio de interpretación conforme a la Constitución, principio pro 

homine o pro persona, cláusula de favorabilidad en la interpretación de los derechos 

humanos, principio de interpretación evolutiva, principio de posición preferente, principio 

de maximización de los derechos, principio de fuerza expansiva de los derechos, principio 

de progresividad, entre otros. 

 

Llama importante atención:  

 

Principio de interpretación conforme a la Constitución 

 
Este principio por ser garante de los derechos fundamentales deviene del Estado 

constitucional, fuente misma de la supremacía y el valor normativo de la Constitución que 

irradia todo el ordenamiento jurídico, según el maestro Eduardo García, señala que:  

 
“…Ninguna norma subordinada –y todas lo son para la Constitución podrá 
desconocer ese cuadro de valores básicos y todas deberán interpretarse en el sentido 
de hacer posible con su aplicación al servicio, precisamente, a dichos valores 
(negrillas ex profeso).”13  
 

De ahí que, a través de los principios hermenéuticos constitucionales es posible la 

materialización de los derechos humanos, en el marco del Estado Constitucional y 

Democrático de Derecho de la mano de los Tratados Internacionales que integran el bloque 

de constitucionalidad, siendo estos, fuente obligatoria de derecho que orientan la función 

jurisdiccional del operador jurídico para garantizar la efectiva realización de los derechos 

humanos. 

 

La H. Corte Constitucional en Sentencia C-1026 de 200114, determino el alcance de 

este según:  

 
“Como se ha reiterado, está el principio de interpretación conforme, según el cual 
todos los mandatos del ordenamiento jurídico se deben interpretar de forma tal que 
su sentido guarde coherencia con las disposiciones constitucionales.” 
 

Es así como el principio mencionado no sólo tiene aplicabilidad cuando se trata de la 

interpretación de normas de carácter sustancial, sino también de normas procesales, pues, 

precisamente, en un Estado de Derecho, los procedimientos judiciales o administrativos, 

según el caso, están concebidos para garantizar la tutela judicial efectiva. 

 

Ahora bien, en materia del Derecho Penal dentro del marco del Estado constitucional 

y democrático de Derecho, el ejercicio de la potestad punitiva del Estado no es ilimitada, 

debido a la trascendencia constitucional de los derechos y los intereses en tensión, tanto en 

materia sustancial como procedimental, pues es esencial el respecto a la dignidad y a la 

 
13 García De Enterría, E. La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional. Madrid, Ed. Civitas, 1991, p. 264. 
14 Sentencia C-1026 de 2001. (26 de septiembre de 2001) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Eduardo Montealegre 
Lynett. Bogotá D.C., Colombia: Referencia: Expediente D-3668. 



libertad humana, por lo cual la Corte Constitucional en la Sentencia C-038 de 199515 señalo 

que:  
“ha habido una constitucionalización del derecho penal porque tanto en materia 
sustantiva como procedimental, la Carta incorpora preceptos y enuncia valores y 
postulados - particularmente en el campo de los derechos fundamentales - que 
inciden de manera significativa en el derecho penal y, a la vez, orientan y determinan 
su alcance.”  
 

Por tal razón, la Corte Constitucional en la Sentencia T-673 de 200416 indicó que: 

 
 “el Derecho Penal debe ser interpretado conforme a la Constitución y a los tratados 
sobre derechos humanos suscritos por Colombia, los cuales son de obligatoria 
aplicación conforme a lo dispuesto por el artículo 93 de la Carta Política.  Por ello, no 
puede quedar restringido única y exclusivamente a que se entienda, se interprete y se 
aplique como jus puniendi, sino que a él se incorporan y en su hermenéutica tienen 
trascendencia principios que persiguen la humanización de esa importante rama del 
Derecho, cual sucede por ejemplo, con el principio pro homine, el indubio pro reo, el 

favor rei y la interpretación pro libertatis, la analogía más favorable, la 
prohibición de la reformatio in pejus para el apelante único. Tales principios, desde 
luego, para su realización requieren el juzgamiento por el juez natural, la garantía 

plena del derecho de defensa y la rigurosa observancia del principio de legalidad 
para que no se lesione en manera alguna el derecho al debido proceso que establece 
el artículo 29 de la Carta Política.” 
 

Principio Pro Homine o Pro Persona 

 

El principio pro homine o pro persona, tiene rango tanto constitucional como convencional 

y ha sido mayormente conocido y aceptado, tanto por la doctrina como por otros diversos 

operadores jurídicos en el tránsito de la evolución constitucional del Derecho, al ser 

utilizado por tribunales constitucionales, salas constitucionales y cortes supremas de 

diversos países, así como también por los tribunales regionales de derechos humanos —

europeo e interamericano—. 

 

La Corte Constitucional en la (sentencia T-284 de 200617) señalo que este principio: 

"coincide con el rasgo fundamental << del derecho de los derechos humanos >> esto es, 

estar siempre a favor del ser humano". Y en la (Sentencia C-438 de 2013), mediante una 

interpretación sistemática detallo su importancia y relevancia dentro del ordenamiento 

jurídico, como adelante lo expresa: 

 
“PRINCIPIO PRO HOMINE 
El Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, por estar fundado 
en el respeto de la dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y tener como fines 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes (artículo 2º), tiene la 
obligación de preferir, cuando existan dos interpretaciones posibles de una 
disposición, la que más favorezca la dignidad humana. Esta obligación se ha 
denominado por la doctrina y la jurisprudencia “principio de interpretación pro 
homine” o “pro persona”. A este principio se ha referido esta Corporación en los 
siguientes términos: “El principio de interpretación <pro homine>, impone aquella 

interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus 
derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el 
respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y 
promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a 
nivel constitucional”. Éste es entonces un criterio de interpretación que se fundamenta 

en las obligaciones contenidas en los artículos 1° y 2º de la Constitución antes citados 
y en el artículo 93, según el cual los derechos y deberes contenidos en la Constitución 
se deben interpretar de conformidad con los tratados sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los derechos, los mencionados 
criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Adicionalmente, se debe afirmar que estos criterios configuran 
parámetro de constitucionalidad, pues impiden que de una norma se desprendan 
interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales. El principio pro persona, 
impone que “sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una situación, se 

 
15 Sentencia C-038 de 1995. (9 de febrero de 1995) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Alejandro Martinez Caballero. 
Bogotá D.C., Colombia: Referencia: Expediente D-658. 
16 Sentencia T-673 de 2004. (15 de julio de 2004) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Alfredo Beltran Sierra. Bogotá 
D.C., Colombia: Referencia: Expediente T-859643 y T-877295. 
17 Sentencia T-284 de 2006. (5 de abril de 2006) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Clara Inés Vargas Hernández. 
Bogotá D.C., Colombia: Referencia: Expediente T-124452. 



prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma más 
amplia del derecho fundamental”.18 

 

El principio pro homine, por tener un sentido y alcance más amplio guía al intérprete 

a establecer una línea argumentativa, que tiene como fin acudir a la norma más protectora 

y/o a preferir la interpretación más favorable en el alcance de reconocer/garantizar el 

ejercicio y goce de un derecho fundamental a favor de individuo. 

 

Por su parte, la H. Corte Suprema de Justicia (Cfr. CSJ. SP23567-2005, 4 may. 

2005), también a abordado el principio pro homine, por tratarse de un importante criterio 

hermenéutico para el intérprete jurídico, el cual, a partir de la preferencia interpretativa, 

debe optimizar el derecho fundamental que se materializa a través de subprincipios en el 

ámbito procesal. Así lo ha expresado:  

 
“(…) Una tal ponderación, inherente a la aplicación de los principios entendidos como 
mandatos de optimización, se traduce en hacer efectivo el principio pro homine, en 
virtud del cual se coloca a la persona humana como valor superior y primero y torna 
efectiva la concepción antropocéntrica de la Carta Política, también llamada 

dogmática ius humanista, que igualmente se materializa frente a otros fenómenos 
jurídicos, tales como: el derecho fundamental de libertad personal (principio favor 
libertatis), resolver la duda a favor del sindicado (principio in dubio pro reo), (principio 
non reformatio in pejus), aplicar la analogía sólo cuando sea beneficiosa al 

incriminado (analogía in bonan partem) y preferir en caso de conflicto entre 
distintas normas que consagran o desarrollan derechos fundamentales la que resulte 
menos gravosa en punto del ejercicio de tales derechos (cláusula de favorabilidad en 
la interpretación de derechos humanos), entre otros. (cursiva y negrillas ex profeso).”19 
 

Aunado a esto en virtud de la manifestación directa del principio Pro Homine, este se 

puede ampliar y optimizar en consonancia con el principio Favor libertatis, considerado 

como un subprincipio de este, ya que ambos principios guardan relación en favor de la 

libertad; por lo cual busca, se aplique la interpretación de las normas legales que favorecen 

la libertad de un detenido. Su aplicación busca un preferente ejercicio de los derechos, 

interpretándose en el sentido que mayor asegure su tutela, es decir, en el sentido de 

asegurar en el mayor número de supuestos la libertad de la persona ante cualquier 

tipo de privación de la libertad. como lo ha reconocido la H. Corte Constitucional en 

reiterada jurisprudencia (C-300/94), (C-551/03), (T-578/06), (T-704/12), (SU-515/13), y la 

H. Corte Suprema de Justicia (Cfr. CSJ. SP16533-2017, 11 oct. 2017, rad. 49607), (Cfr. 

CSJ. STP4795-2022, 7 abr. 2022, rad. 122169), “el principio 'favor libertatis', que en 

materia penal está llamado a tener más incidencia, obliga a optar por la alternativa más 

favorable a la libertad del imputado o inculpado”, teniendo en cuenta el criterio de mayor 

favorabilidad debe interpretarse ampliamente bajo el margen de la libertad y 

restrictivamente todo lo que la limite, en procura de los derechos fundamentales. 

 

Analogía 

 

La analogía es una institución jurídica con asiento en nuestro ordenamiento jurídico, es así 

como la H. Corte Constitucional en sus pronunciamientos la ha desarrollado como ocurre 

en la Sentencia C-083 de 1995, donde señala: 

 
“La analogía es la aplicación de la ley a situaciones no contempladas expresamente 
en ella, pero que sólo difieren de las que sí lo están en aspectos jurídicamente 

irrelevantes, es decir, ajenos a aquéllos que explican y fundamentan la ratio juris o 
razón de ser de la norma. La consagración positiva de la analogía halla su 
justificación en el principio de igualdad, base a la vez de la justicia, pues, en función 
de ésta, los seres y las situaciones iguales deben recibir un tratamiento igual. La 
analogía no constituye una fuente autónoma, diferente de la legislación. El juez que 
acude a ella no hace nada distinto de atenerse al imperio de la ley. Su consagración 
en la disposición que se examina resulta, pues, a tono con el artículo 230 de la 
Constitución.”20 
 

 
18 Sentencia C-438 de 2013. (10 de julio de 2013) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Alberto Rojas Ríos. Bogotá D.C., 
Colombia: Referencia: Expediente D-9389. 
19 Sentencia SP23567–2005 (4 de mayo de 2005). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. M.P.: Marina Pulido 
de Barón. Bogotá D.C., Colombia. 
20 Sentencia C-083 de 1995. (1 de marzo de 1995) Corte Constitucional. Sala Plena M.P.: Carlos Gaviria Diaz. Bogotá D.C., 
Colombia: Referencia: Expediente D-665. 



Por su parte la H. Corte Suprema de Justicia, a través de la Sentencia (Cfr. CSJ. 

SP5104-2017, 5 abr. 2017) señalo sobre esta institución jurídica lo siguiente: 

 
“La analogía como método jurídico que permite extender los efectos de la ley a un 
caso parecido no previsto en ella, conduce a la aplicación de la norma a un supuesto 
no comprendido en ninguno de los sentidos posibles de su letra, pero si similar a otros 
que, si aparecen contenidos en el texto legal, lo cual exige en el cuerpo normativo la 
existencia de la disposición que contenga los hechos semejantes al que pretende ser 
abarcado por esta.”21  

 

De acuerdo con teóricos del derecho como el Maestro Atienza y Puig, la analogía 

como mecanismo de integración del Derecho: “acepta un uso amplio de los principios 

jurídicos, en especial de aquellos derivados de un grupo de normas que configuran alguna 

institución.” 22 

 

Analogía Favorable al Reo ó Analogía In Bonam Parte 

 

La analogía "in bonam partem" en materia permisible o favorable como método jurídico 

que permite extender los efectos de la ley a un caso parecido no previsto en ella, conduce a 

la aplicación de la norma a un supuesto no comprendido en ninguno de los sentidos 

posibles de su letra, pero similar a otros que si aparecen contenidos en el texto legal, lo cual 

exige en el cuerpo normativo la existencia de la disposición que contenga hechos 

semejantes al que pretende ser abarcado por esta. A su vez esta se encuentra regulada en el 

artículo 6° Legalidad. del Código Penal (Ley 599 de 2000), donde señala: “La analogía 

sólo se aplicará en materias permisivas”. 

 

También la H. Corte Constitucional en la Sentencia C-118 de 1996, estableció frente 

a esta que es: 

 
“procedente la analogía in bonam partem en materia penal” 
 

A su vez la H. Corte Suprema de Justicia a través de la Sentencia (Cfr. CSJ. SP3122-

2016, 9 mar. 2016) destaco frente a la analogía favorable al reo que es posible: 

 
“(…) trasladar los supuestos de derecho de un caso -regulado- a otro -no regulado- 
por vía de la semejanza, salvo que la regla con asiento jurídico en la normatividad 
vigente sea empleada para favorecer al reo (analogía in bonam parte).”23 
 

En este mismo sentido a través la alta Corporación a través de la Sentencia (Cfr. CSJ. 

SP3784-2017, 13 jun. 2017), sostuvo que:  

 
“ii) sostener que se puede aplicar por analogía la norma prevista en el Código de 
Procedimiento Penal vigente. Para esta Sala de Conjueces resulta aplicable esta 
segunda posibilidad pues la jurisprudencia ha sido clara en admitir la analogía, 
cuando ha sostenido entre otros pronunciamientos que "Al precisar el alcance de la 
expresión "ley" como fuente principal del derecho en el ordenamiento colombiano, este 
Tribunal ha indicado que cuando la autoridad judicial recurre a la analogía legis o a 
la analogía iuris para resolver una determinada cuestión de derecho, en realidad 
aplica la "ley". En ese sentido, las soluciones que surgen en virtud de la aplicación de 
la primera forma de analogía y las reglas generales del derecho que resultan de la 
segunda, constituyen una genuina expresión del imperio de la "ley".24  
 

 

(iii) consideraciones del caso en concreto 

 

En vista de lo anterior, el sistema normativo al ser un cuerpo vivo encuentra su esencia a 

través de su espíritu, manifestación que es aceptada hasta nuestros días y reconocida de 

forma unánime en el mundo jurídico, desde los tiempos de Montesquieu cuando este lo 

afirmo en su obra el espíritu de las leyes; lo que en lato sensu significa, que nuestro 

 
21 Sentencia SP5104–2017 (5 de abril de 2017). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. M.P.: Luis Guillermo 
Salazar Otero. Bogotá D.C., Colombia. 
22 Atienza, Sobre la Analogía. p. 185; El Mismo, en Doxa (1985) 2, p. 228; Puig Brutau, Fundamentos, pp. 324-325. 
23 Sentencia SP3122-2016 (9 de mayo de 2016). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. M.P.: Eyder Patiño 
Cabrera. Bogotá D.C., Colombia. 
24 Sentencia SP3784-2017 (13 de junio de 2017). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. M.P.: Juan David 
Riveros Barragan. Bogotá D.C., Colombia. 



ordenamiento jurídico pertenece y responde a todo un sistema que funciona en conjunto, 

poniendo de relieve además que este se transforma al ritmo del tránsito social. 

 

En tal sentido, desde el marco jurídico del Estado Constitucional y Democrático de 

Derecho y de los Tratados Internacionales, a través de una concepción ius humanista como 

fuente esencial de la juridicidad, que justifica la existencia de supremos derechos en virtud 

de la igualdad, libertad y dignidad humana, lo que armoniza e irradia al Derecho Penal 

evitando quedar restringido única y exclusivamente a interpretación como ius puniendi, 

toda vez que dentro de nuestro sistema jurídico, su orientación se constitucionaliza a partir 

del campo de los derechos fundamentales, lo que determina su alcance y ámbito de 

aplicación a través de una interpretación sistemática y extensiva conforme a la Constitución 

y a los tratados sobre derechos humanos suscritos por Colombia, incorporando principios e 

instituciones que persiguen su humanización tales como el de interpretación conforme, pro 

homine, la analogía más favorable al reo o analogía in bonam parte;  

 

Ahora bien es importante señalar que al momento de presentación de este recurso, el 

señor DBS, lleva privado de su libertad alrededor de 161 meses y 22 días, de forma 

continua e ininterrumpida desde el día 27 de septiembre del año 2009, fecha en la cual fue 

puesto a ordenes de las autoridades nacionales, esto a raíz de los hechos jurídicamente 

relevantes del caso en particular, que a su vez, son el sustento de la sentencia nacional (de 

158 meses en ejecución) y la extranjera (ya ejecutada), las cuales tienen relación per se, al 

surgir de una misma:  unidad de investigación – unidad de tiempo – unidad 

procesal/concurso material heterogéneo y sustancial/conexidad paratáctica, dejando ver un 

vínculo indiscutible más aún cuando la propia autoridad norte americana así lo reconoció y 

lo señaló expresamente en el acuerdo de culpabilidad realizado en ese país. 

 

De acuerdo con el caso, en virtud del fenómeno jurídico de concurso de 

sentencias25/26 en consonancia con los preceptos favorables de nuestro sistema normativo, 

mediante derecho de petición se solicitó la libertad por pena cumplida, pidiendo tener en 

cuenta y descontar el tiempo que cumplió en virtud de la sentencia extranjera al tiempo de 

la condena impuesta por la sentencia nacional: 
 

“ARTÍCULO 16. EXTRATERRITORIALIDAD. (…) 

En todo caso se tendrá como parte cumplida de la pena el tiempo que hubiere estado privada de su libertad. 

(…)” 

 

“ARTÍCULO 17. SENTENCIA EXTRANJERA. (…) 

La pena o parte de ella que el condenado hubiere cumplido en virtud de tales sentencias se descontará de la que 

se impusiere de acuerdo con la ley colombiana, (…)” 

 

Petición que fue resuelta desfavorablemente por el despacho al hacer una 

interpretación restrictiva del apartado legal que contiene dicho beneficio, afirmando que: 

los hechos no son los mismos, refiriéndose con esto a que no están contemplados 

expresamente en la norma, pero pasando por alto que a pesar de no estar previstos en ella si 

se trata de un caso semejante, motivo por el cual asiste razón en acudir a través de la 

hermenéutica jurídica, mediante una interpretación sistemática y extensiva de principios y 

demás instituciones jurídicas, que permiten conceder la libertad por pena cumplida, más 

aún cuando el mencionado beneficio lo que materializa es la dignidad humana y lo que esta 

significa en virtud de la libertad. 

 

En relación a lo anterior, es importante dadas las circunstancias traer a colación un 

argumento jurídico que es relevante en gran medida, ya que es una prueba fehaciente que la 

ley penal colombiana no contiene en su esencia ánimo alguno de venganza o retaliación27, 

sino que por el contrario este cumple una función resocializadora en pro de las garantías 

 
25 La Corte Constitucional en Sentencia C-264 de 1995, señalo que: “el fenómeno de «concurso de sentencias», señaló 
que «tratándose, entre otros, de delitos contra la administración pública, la pena o parte de ella que el reo hubiere 
cumplido en virtud de tales sentencias se descontará de la que se impusiere de acuerdo a la ley colombiana, si ambas son 
de igual naturaleza y si no se harán las conversiones pertinentes». 
26 La H. Corte Suprema de Justicia, mediante Sentencia (AP4753–2022), – concedio la libertad por pena cumplida al 
señor Moreno Rivera, en virtud del fenómeno jurídico de concurso de sentencias donde le reconocio el tiempo pagado 
por cumplimiento de la pena impuesta por autoridad extranjera a la sanción impuesta de acuerdo con la ley penal 
colombiana. 
27 La Corte Constitucional en la sentencia T-213 de 2011, reiteró lo afirmado en la providencia T-718 de 1999, según la 
cual: “(…) la pena no tiene un sentido de retaliación social o de venganza, ni puede ser aplicada con saña ni con desprecio 
hacia el ser humano que purga sus faltas anteriores. Ella tiene un carácter resocializador (…) 

 



fundamentales del ser humano, como ocurre entonces con en el caso previsto en el numeral 

3 del artículo 37 de código penal, que permite tener en cuenta y descontar el tiempo de 

detención preventiva al que se llegue a imponer en caso de condena, en relación a la 

conexidad procesal y sustancial, de este modo y bajo esta lógica, encuentro que guarda 

semejanza en cuanto a su alcance jurídico, con el que está inmerso en el fenómeno jurídico 

del concurso de sentencias, dejando ver en ambos la intención del legislador en materia del 

ius puniendi de garantizar al máximo la materialización de la libertad como garantía de la 

dignidad humana. 

 

Reflexión: La sanción de la pena privativa de la libertad es un reproche justo que hace el 

Estado a quien infringe el pacto social, no obstante, también es justo pedir la libertad, como 

es este caso que la he solicitado para el señor DBS, más aún, cuando este a la fecha de 

presentación de este recurso ha venido estando privado de su libertad por más de 161 meses 

y 22 días, tiempo que supera por de más lo dictado en su condena (158 meses); por este 

motivo encuentro justa su petición, en el entendido que solo a través de la libertad la vida 

llega a su máxima plenitud, razón por la cual muy a pesar de que la pena concurre al mismo 

tiempo de esta, no es lo mismo, el tiempo vivido en libertad junto a la familia, que aquel 

que se vive en una prisión lejos de esta, pues la privación de la libertad no solo se convierte 

en una restricción física, sino que también causa una pena moral, siendo de este modo 

paradójico el saber que cada día de más vivido en una prisión, es un día menos de vida al 

lado de su familia. 

 

 

III. SOLICITUD 

 

Muy respetuosamente solicito a su Honorable Despacho conceda la libertad por pena 

cumplida al señor Danilo Bustos Suárez, en virtud de una interpretación sistemática28 y 

extensiva, acorde la aplicación hermenéutica de los preceptos contenidos en nuestro 

ordenamiento jurídico, donde en virtud del principio conforme a la constitución, en 

consonancia con el principio pro homine o pro persona, mediante la aplicación de la 

institución jurídica de la analogía más favorable al reo, como mecanismo de integración del 

derecho, que permite extender los efectos jurídicos en cuanto a lo favorable de los artículos 

16 y 17 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), al caso en concreto, esto es, tener en cuenta 

el tiempo de pena cumplida de la sentencia extranjera, a la pena impuesta de acuerdo a la 

Ley nacional, concediendo de esta forma la libertad por pena cumplida al señor DBS. 

 

En virtud de lo anterior, respetuosamente solicito a su Señoría que, REVOQUE la decisión 

contenida en el A.I. No. 215 del 21 de febrero de 2023 y que, en su lugar conceda al señor 

Danilo Bustos Suárez, la libertad por pena cumplida. 

 

 

 

Del Honorable Juez, 

 

 

 

 
LINA FERNANDA NOVA CAMACHO 

C.C. 1.090.496.919 de Cúcuta, N.D.S. 

T.P. No. 352.270 del C.S. de la J.  

 
28 La Corte Constitucional mediante la Sentencia C-415 de 2002, señalo: “INTERPRETACION SISTEMATICA-Alcance - La 
interpretación sistémica con el conjunto de la Constitución, debe buscar en casos de duda, que en la medida de lo posible 
no sean nugatorias las garantías otorgadas a las personas, sino que por el contrario la norma jurídica sea interpretada 
“como parte de un todo cuyo significado y alcance debe fijarse en función del sistema jurídico al cual pertenece”. 



























































































U.S. Department of Justice 
                                                                                           Federal Bureau of Prisons 

                
 Central Office 

320 First St., NW  
Washington, DC  20534   

February 28, 2023                                                                                          
 
Diego Castro 
 
Sent via Email to: riocastro0510@gmail.com 
 
Request Number: 2023-02067 
 
Dear Mr. Castro: 
 
The Federal Bureau of Prisons (BOP) received the above-referenced Freedom of 
Information Act (FOIA) request in which you seek records regarding a specific individual. 
 
In response to your request, staff located 3 pages of responsive public records, which 
were forwarded to this office for a release determination. After careful review, we 
determined all pages are appropriate for release in full.  
 
Outside of requesting public information on any individual, for us to release records, your 
request must be accompanied by a signed authorization from the person to whom the 
records pertain. That authorization must be notarized or signed under penalty of perjury. 
Your request did not include an appropriately executed authorization. Consequently, the 
non-public records you seek are exempt from disclosure to you pursuant to exemptions 
(b)(6) and (b)(7)(C) of the FOIA, 5 U.S.C. § 552. 
 
In an effort to assist you in securing appropriate authorization, attached is a copy of a 
Certification of Identity (Form DOJ-361), which meets all of the authorization requirements 
when completed in its entirety. 
 
If you have questions about this response please feel free to contact the undersigned, this 
office, or the Federal Bureau of Prisons (BOP) FOIA Public Liaison, Mr. Eugene Baime, at: 
202-616-7750 (phone); 320 First Street NW, Room 924, Washington, DC 20534; or bop-
ogc-efoia-s@bop.gov. 
 
Additionally, you may contact the Office of Government Information Services (OGIS) at the 
National Archives and Records Administration to inquire about the FOIA mediation 
services they offer. The contact information for OGIS is: Office of Government Information 
Services, National Archives and Records Administration, 8601 Adelphi Road (OGIS), 
College Park, MD 20740-6001; ogis@nara.gov; 202-741-5770 (phone); 1-877-684-6448 
(toll free); or 202-741-5769 (fax). 
 



If you are not satisfied with my response to this request, you may administratively appeal 
by writing to the Director, Office of Information Policy (OIP), United States Department of 
Justice, 441 G Street, NW, 6th Floor, Washington, DC 20530, or you may submit an 
appeal through OIP's FOIA STAR portal by creating an account following the instructions 
on OIP’s website: https://www.justice.gov/oip/submit-and-track-request-or-appeal. Your 
appeal must be postmarked or electronically transmitted within 90 days of the date of my 
response to your request. If you submit your appeal by mail, both the letter and the 
envelope should be clearly marked “Freedom of Information Act Appeal.” 
 
Sincerely, 
 

  

J. Villa, for  
Eugene E. Baime, Supervisory Attorney 
 

https://www.justice.gov/oip/submit-and-track-request-or-appeal
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AS OF 02-27-2023

 REGNO..: 97906-004 NAME: BUSTOS SUAREZ, DANILO

RESP OF: DAL
PHONE..: N/A FAX: N/A

RACE/SEX...: WHITE / MALE
AGE:  59

 ACTUAL RELEASE METH.: GCT REL
 ACTUAL RELEASE DATE.: 01-26-2021

 G0002 MORE PAGES TO FOLLOW . . .

BOP FOIA 2023-02067 1 of 3



   LVNKB         *             PUBLIC INFORMATION             *     02-27-2023   
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                                AS OF 01-26-2021
 
 REGNO..: 97906-004 NAME: BUSTOS SUAREZ, DANILO
                                                                    
                    RESP OF: DAL                                   
                    PHONE..: N/A             FAX: N/A
 HOME DETENTION ELIGIBILITY DATE: 07-26-2020     
                                                  
 THE FOLLOWING SENTENCE DATA IS FOR THE INMATE'S PRIOR COMMITMENT.
 THE INMATE WAS SCHEDULED FOR RELEASE:  01-26-2021 VIA GCT REL
                                                  
 ------------------------PRIOR JUDGMENT/WARRANT NO: 010 ------------------------
                                                  
 COURT OF JURISDICTION...........: FLORIDA, SOUTHERN DISTRICT
 DOCKET NUMBER...................: 1:11-20179-CR-MARTIN
 JUDGE...........................: MARTINEZ      
 DATE SENTENCED/PROBATION IMPOSED: 09-27-2012    
 DATE COMMITTED..................: 06-20-2013    
 HOW COMMITTED...................: US DISTRICT COURT COMMITMENT
 PROBATION IMPOSED...............: NO            
                                                  
                  FELONY ASSESS  MISDMNR ASSESS  FINES          COSTS
 NON-COMMITTED.:  $100.00        $00.00         $00.00         $00.00
                                                  
 RESTITUTION...:  PROPERTY:  NO  SERVICES:  NO        AMOUNT:  $00.00
                                                  
                                                  
                                                  
 ---------------------------PRIOR OBLIGATION NO: 010 ---------------------------
 OFFENSE CODE....:  399     21:963 ATTEMPT & CONSPIRACY
 OFF/CHG: 21:963 CONSP TO MANUF & DISTRIBUTE 5KG OR MORE OF COC FOR
          IMPORTATION INTO THE UNITED STATES (CT1)
                                                  
  SENTENCE PROCEDURE.............: 3559 PLRA SENTENCE
  SENTENCE IMPOSED/TIME TO SERVE.:   235 MONTHS   
  TERM OF SUPERVISION............:     5 YEARS    
  NEW SENTENCE IMPOSED...........:   160 MONTHS   
  BASIS FOR CHANGE...............: COURT ORDER MODIFYING SENTENCE
  DATE OF OFFENSE................: 12-01-2003     
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                                AS OF 01-26-2021
 
 REGNO..: 97906-004 NAME: BUSTOS SUAREZ, DANILO
                                                                    
                    RESP OF: DAL                                   
                    PHONE..: N/A             FAX: N/A
 ---------------------------PRIOR COMPUTATION NO: 010 --------------------------
                                                  
 COMPUTATION 010 WAS LAST UPDATED ON 09-12-2019 AT DSC AUTOMATICALLY
 COMPUTATION CERTIFIED ON 08-04-2017 BY DESIG/SENTENCE COMPUTATION CTR
                                                  
 THE FOLLOWING JUDGMENTS, WARRANTS AND OBLIGATIONS ARE INCLUDED IN
 PRIOR COMPUTATION 010:   010 010                
                                                  
 DATE COMPUTATION BEGAN..........: 09-27-2012    
 TOTAL TERM IN EFFECT............:   160 MONTHS  
 TOTAL TERM IN EFFECT CONVERTED..:    13 YEARS      4 MONTHS
 EARLIEST DATE OF OFFENSE........: 12-01-2003    
                                                  
 JAIL CREDIT.....................:   FROM DATE     THRU DATE
                                     09-17-2009    09-26-2012
                                                  
 TOTAL PRIOR CREDIT TIME.........: 1106          
 TOTAL INOPERATIVE TIME..........: 0             
 TOTAL GCT EARNED AND PROJECTED..: 720           
 TOTAL GCT EARNED................: 594           
 STATUTORY RELEASE DATE PROJECTED: 01-26-2021    
 ELDERLY OFFENDER TWO THIRDS DATE: 08-07-2018    
 EXPIRATION FULL TERM DATE.......: 01-16-2023    
 TIME SERVED.....................:    11 YEARS      4 MONTHS     10 DAYS
 PERCENTAGE OF FULL TERM SERVED..:  85.2         
 PERCENT OF STATUTORY TERM SERVED: 100.0         
                                                  
 ACTUAL SATISFACTION DATE........: 01-26-2021    
 ACTUAL SATISFACTION METHOD......: GCT REL       
 ACTUAL SATISFACTION FACILITY....: DAL           
 ACTUAL SATISFACTION KEYED BY....: DV            
                                                  
 DAYS REMAINING..................: 720           
 FINAL PUBLIC LAW DAYS...........: 0             
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